Ancizar de Jesús Cano Cano Vs Colpensiones. Rad 660031-05-004-2019-00527-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 30 de enero de 2020

Radicación Nro:
66001-31-05-004-2019-00527-01

Accionante:

Ancizar de Jesús Cano Cano

Accionados:

Colpensiones  

Proceso:

Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:
Cuarto Laboral del Circuito  

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PROCEDIBILIDAD DE PEDIR EXÁMENES COMPLEMENTARIOS.
El Decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral…
Conforme la disposición en cita es claro que a Colpensiones, entre otras entidades, les está asignada la función de calificar la pérdida de capacidad laboral de sus afiliados.
Como quiera que no existe regulación en relación con el procedimiento que debe seguir la entidad que emite calificación de invalidez en la primera oportunidad, necesario es remitirse al Decreto 1352 de 2013, por medio del cual se reglamentó la organización y el funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones, dentro de las funciones asignadas a dichos órganos, estableció la de “Ordenar la práctica de exámenes y evaluaciones complementarias, diferentes a los acompañados en el expediente que considere indispensables para fundamentar su dictamen” -numeral 9º artículo 10-. 

Cómo puede observarse, ninguna irregularidad ni arbitrariedad reviste el hecho de que la entidad encargada del efectuar la valoración, solicite exámenes o evaluaciones complementarias, cuando la legislación que regula la materia, así lo contempla. (…)
… las consecuencias de no aportar tales valoraciones al proceso de calificación por parte del calificado, deben extraerse necesariamente del procedimiento adelantado para las solicitudes de calificación incompletas, contenido en el artículo 31 ibídem, que en su tenor literal señala:

“… Se otorgará un término de treinta (30) días calendario para que allegue el expediente completo, lapso durante el cual estará suspendido el término para decidir. 

“Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud ante la junta cuando no allegue los requisitos faltantes, salvo que antes de vencer el plazo concedido radique solicitud de prórroga hasta por un término igual”.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

… manifiesto que disiento de la sentencia de las mayorías, por cuanto considero que en el presente caso el problema jurídico no se centra en la exigencia de exámenes complementarios, sino en el corto tiempo -un mes- otorgado al accionante para su realización, so pena de cerrar el trámite y someterlo a una nueva solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral…

… dadas las demoras en la asignación de citas en las EPS, considero que era necesaria la vinculación a esta Tutela de la entidad que tiene la responsabilidad de garantizar los servicios de salud del accionante, por lo que debió declararse la nulidad, al ser la intervención de la EPS vital dentro del trámite de calificación de invalidez que hace Colpensiones. En su defecto, debió tutelarse los derechos fundamentales invocados, ordenándole a Colpensiones que reabra el trámite de la solicitud de calificación y esa misma entidad requiera a la EPS la realización de los exámenes pertinentes.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de enero dos mil veinte
Acta N° 0         30 de enero de 2020
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 25 de noviembre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor ANCIZAR DE JESÚS CANO CANO.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor Ancizar de Jesús Cano Cano que en consideración a que padece múltiples enfermedades que han afectado su desempeño normal, solicitó a Colpensiones la valoración de la pérdida de capacidad laboral, para lo cual radicó en la entidad toda la documentación requerida, siendo valorado en octubre de 2019 por una médico adscrita a la entidad.

Indica que el resultado del trámite no fue la realización el dictamen pretendido, sino que, a través del oficio 17 de ese mismo mes le fue informado que para culminar el proceso de calificación debía aportar, en el término de un mes, “i) historia clínica del último año de psiquiatría, ii) creatinina, bun, parcial de orina, TSH, PSA, iii) valoración y concepto de medicina interna, iv) ecografía de tiroides, v) valoración por urología concepto hiperplasia postrática, vi) Resonancia nuclear magnética de columna lumbar, vii) resonancia nuclear magnética de columan cervical viii) electromiografía + vc con onda F de ambos miembros superiores, ix) valoración por fisiatría, x) campimetría 30 – 2 bilateral xi) valoración por optometría para agudeza visual ojo derecho, ojo izquierdo y ambos ojos con y sin corrección  y xii) valoración por oftalmología”.
Refiere que la entidad le advirtió que de no aportar lo requerido sería cerrado el trámite; orden que estima vulneratoria de principios y valores de la Constitucional Nacional, pues le ordena la realización de una serie de exámenes de alto costo los cuales debe entregar en el término de un mes, cuando es sabido que la cita con el especialista tarda alrededor de 4 meses.
Es por todo lo anterior, su avanzada edad y su delicado estado de salud, que se ha decidido a buscar la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social, cuyo restablecimiento se concreta con la definición de su pérdida de capacidad laboral con la documentación con la que ya cuenta la entidad o con el pago que haga de los costos de los exámenes y valoraciones requeridos.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.

Dentro del término, Colpensiones dio respuesta a la acción, haciendo un recuento de lo acontecido en el trámite administrativo iniciado por el actor buscando la calificación de pérdida de capacidad laboral, para luego señalar que en comunicación de fecha 30 de abril de 2018 le fueron solicitados una serie de documentos para continuar con la valoración, los cuales no presentó y por esa razón, en los términos del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, el trámite fue cerrado.

Precisa que con esa decisión no vulnera derecho alguno del actor, pues tiene todavía la oportunidad de, una vez obtenga la documentación solicitada, radicar una nueva solicitud de calificación ante esa entidad.

Señala que en cumplimiento de una acción constitucional impetrada por el mismo demandante de la cual conoció el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, cuya decisión le fue favorable, se vio en la obligación de valorar al paciente con la información que tenía, lo cual arrojó un nuevo requerimiento el día 15 de octubre de 2019, para que aportara una serie de exámenes y valoraciones de diversas especialidades para continuar con el proceso de calificación, pero nuevamente el actor ni los aporta ni solicita prórroga con ese fin y por esa razón nuevamente se archiva el expediente.
Es por lo anterior que solicita que se niegue la protección reclamada, toda vez que en ningún momento los requerimientos efectuados por la entidad afectan los derechos fundamentales de los cuales es titular,  ni  es competencia de la entidad asumir los gastos que implican las valoraciones requeridas, pues no se encuentra dentro de sus funciones administrativas.

Al margen de la inexistencia de la vulneración pregonada, hace notar que no existe evidencia en el plenario de la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita la intervención del juez constitucional, lo cual torna improcedente la acción de tutela para definir el asunto, dado el carácter subsidiario de este mecanismo excepcional de defensa, quedando por tanto la justicia ordinaria habilitada para definir la situación, toda vez que ya fue agotada la vía administrativa.
Mediante providencia de fecha 25 de noviembre de 2019, la funcionaria de primer grado amparó los derechos fundamentales a la seguridad social y debido proceso del señor Ancízar de Jesús Cano Cano.

Para la funcionaria, dicha afectación se concreta en el cierre del expediente, pues estima, fundamentada en jurisprudencia de esta Corporación, que no debió la entidad tomar esa decisión, sino dar trámite a la solicitud de calificación con los documentos aportados al radicar la petición; no obstante la orden impartida de la entidad consistió en adelantar los trámites necesarios, tanto médicos como administrativos, en aras de lograr la consecución de los exámenes requeridos para determinar la pérdida de capacidad laboral.
Inconforme con tal decisión Colpensiones pone de presente la obligación de los jueces de tutela de defender el patrimonio público y velar por la protección y la buena destinación de los dineros que corresponden a la Nación.  Luego hace notar que no está dentro de su objeto y funciones, como administrador del régimen de prima media, cumplir con la obligación impuesta por la juez de primer grado. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala los siguientes lo problemas jurídicos:

¿Vulnera Colpensiones los derechos fundamentales de su afiliado por solicitarle exámenes y valoraciones complementarios para calificar la pérdida de capacidad laboral?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. ENTIDADES RESPONSABLES DE LA CALIFICACIÓN DE LA PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL.

El Decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral.  El mentado artículo señala lo siguiente. 

“El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales. (…)”. (Negrilla para resaltar).

Conforme la disposición en cita, es claro que a Colpensiones, entre otras entidades les está asignada la función de calificar la pérdida de capacidad laboral de sus afiliados.
2. DE LOS EXÁMENES COMPLEMENTARIOS PARA REALIZAR LA CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL EN LA PRIMERA OPORTUNIDAD.
Como quiera que no existe regulación en relación con el procedimiento que debe seguir la entidad que emite calificación de invalidez en la primera oportunidad, necesario es remitirse al Decreto 1352 de 2013, por medio del cual se reglamentó la organización y el funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones, dentro de las funciones asignadas a dichos órganos, estableció la de “Ordenar la práctica de exámenes y evaluaciones complementarias, diferentes a los acompañados en el expediente que considere indispensables para fundamentar su dictamen” -numeral 9º artículo 10-. 

Cómo puede observarse, ninguna irregularidad ni arbitrariedad reviste el hecho de que la entidad encargada del efectuar la valoración, solicite exámenes o evaluaciones complementarias, cuando la legislación que regula la materia, así lo contempla.  Para la Corte Constitucional, no resulta extraño que las evaluadoras hagan solicitudes en ese sentido, pues estima que están llamadas a realizar un análisis completo de la condición médica del paciente.  En la Sentencia T-290 de 2015, con base en la regulación anterior de funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, esto es el Decreto 2463 de 2001, dijo:

“En resumen, al momento de examinar la situación de incapacidad de un afiliado que solicita ser valorado, las juntas de calificación de invalidez deben atender el principio de buena fe y debido proceso, valorando completamente el estado de salud de la persona y, en caso de ser necesario, ordenar a las entidad administradora o empresa promotora de salud, la realización de evaluaciones o exámenes complementarios que considere indispensables para determinar el porcentaje de afectación del `conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes, y/o potencialidades de orden físico, mental y social, que el permiten a individuo desempeñarse en un trabajo habitual´” (negrilla fuera de texto)
Ahora, las consecuencias de no aportar tales valoraciones al proceso de calificación por parte del calificado, deben extraerse necesariamente del procedimiento adelantado para las solicitudes de calificación incompletas, contenido en el artículo 31 ibídem, que en su tenor literal señala:
“Cuando la solicitud no esté acompañada de los documentos señalados en el artículo 30 del presente decreto, que son los requisitos mínimos que debe contener la calificación en primera oportunidad para solicitar el dictamen ante la Junta Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, la correspondiente Junta, indicará al solicitante cuáles son los documentos faltantes a través de una lista de chequeo. 
La lista de chequeo será firmada por el Director Administrativo y Financiero de la junta, debe contener el número de radicado y será devuelta al solicitante, en este caso el expediente no quedará en la Junta de Calificación de Invalidez sino seguirá en custodia del solicitante. Se otorgará un término de treinta (30) días calendario para que allegue el expediente completo, lapso durante el cual estará suspendido el término para decidir. 
Se entenderá que el peticionario ha desistido de su solicitud ante la junta cuando no allegue los requisitos faltantes, salvo que antes de vencer el plazo concedido radique solicitud de prórroga hasta por un término igual. 
Vencidos los términos establecidos en el presente artículo, el Director Administrativo y Financiero decretará el desistimiento y el archivo de la solicitud, sin perjuicio de que la misma pueda ser nuevamente presentada con el lleno de los requisitos incluyendo nuevo pago de los honorarios del correspondiente”.
3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales. Así, en la Sentencia T-023 de 2018, esta Corporación sostuvo:
“En efecto, esta Corporación ha sostenido que el derecho al debido proceso administrativo se entiende vulnerado cuando las autoridades públicas, en ejercicio de la función administrativa, no siguen estrictamente los actos y procedimientos establecidos en la ley para la adopción de sus decisiones y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados”.

4. CASO CONCRETO

Conforme los hechos de la acción, el actor reprocha el hecho de que Colpensiones le haya solicitado exámenes y valoraciones complementarias para realizar la calificación de la pérdida de capacidad laboral, cuando, con la solicitud inicial, aportó la historia clínica completa, con la que estima puede hacerse el peritaje pertinente.  Refiere además que estos son de alto costo y el término que le fue concedido para cumplir el requerimiento resulta mínimo, si se tiene en cuenta la tardanza en la prestación de estos servicios por parte de los médicos especialistas.
Lo primero que debe decirse al respecto, es que ninguna afectación de derechos fundamentales se percibe respecto al requerimiento efectuado por Colpensiones, respecto a los exámenes y valoraciones que anunció como necesarios para realizar la calificación, pues la legislación que regula el asunto así lo prevé y la jurisprudencia constitucional avala tal actuación, ya que considera que con ello se garantiza la evaluación completa e integral del estado de salud del calificado.
Ahora, no resulta procedente que por agilizar el trámite se pretenda la valoración con la historia clínica aportada, por cuanto el juez de tutela no está facultado para determinar qué exámenes y valoraciones se requieren o resultan suficientes para llevar a cabo dicho experticio, pues no se cuenta con los conocimientos científicos para llegar a esa conclusión.  Además, considera la Sala que la decisión de Colpensiones, lejos de ser lesiva para la afiliada, opera a su favor, en el sentido de que al aportar lo requerido,  le serán tenidas en cuenta todas las patologías que la aquejan, al obrar en el expediente diagnósticos, conceptos y exámenes debidamente actualizados. En otras palabras,  insistir en que la calificación se profiera con los documentos aportados por el solicitante, podría resultar negativo para el calificado, en tanto que no lograría una calificación que atienda sus verdaderas condiciones de salud.
Ahora, es completamente ajena a Colpensiones la carga de realizar los trámites médicos y administrativos tenientes a completar la historia clínica del actor, pues como puede extraerse de los documentos aportadas al plenario, se encuentra afiliado a la EPS Medimás, por lo tanto, es claro que los exámenes y conceptos que requiere para continuar con el proceso de determinación de la pérdida de capacidad laboral, pueden atenderse con la correspondiente solicitud a dicha entidad.

Y es que no puede perderse de vista que esa es precisamente la función de la EPS dentro del Sistema Integral de Seguridad Social, brindarle los servicios de salud al actor, por lo que no puede pretender que ahora, en el proceso de calificación sea la AFP quien deba construir la historia clínica, cuando este es la carga mínima que a él compete dentro de todo el trámite, máxime que desde la radicación de la solicitud que hizo para la determinación de pérdida de capacidad laboral el 11 de abril de 2018 –fl 38-, la entidad le solicitó exámenes y conceptos complementarios, requerimiento –fl 39-, respecto del cual prefirió impetrar acción de tutela en orden a omitir cumplir esa carga.  Es más, es más ninguna gestión adelantó ante la EPS para obtener las pruebas solicitadas por Colpensiones, como tampoco lo ha hecho en esta oportunidad, cerrando incluso, con su negligencia, la posibilidad de recuperarse de las diferentes patologías que afirma le aquejan, pues es precisamente ese uno de los objetivos del sistema de salud en Colombia.
Vale la pena señalar que como quiera que el accionante no ha acudido ante su EPS-S para solicitarle los servicios referidos, ningún requerimiento al respecto puede hacer la Sala en esta oportunidad, ni siquiera ordenar su vinculación, pues ello es ajeno a la controversia y a la problemática aquí planteada.
Finalmente, no puede dejarse de señalar que si el accionante hubiese cumplido con la carga que le competía, y conocida como es la tardanza en la asignación de citas y valoraciones por parte de las EPS y los especialistas, lo que le correspondía era informar de esta situación a Colpensiones para solicitar la prórroga del término conferido por la entidad para completar su historia clínica, pero, como así no obró, ningún reproche merece la actuación de la entidad respecto a la determinación de archivar la solicitud de calificación, quedando entonces bajo la responsabilidad del actor la conformación de su record clínico y médico completo para radicar nuevamente el trámite.
De acuerdo con lo expuesto, como quiera que no se evidencia que el actuar de Colpensiones haya puesto en riesgo las garantías constitucionales frente a las cuales se buscaba protección, la sentencia de primer grado será revocada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el 25 de noviembre de 2019.
SEGUNDO: NEGAR la protección solicitada por el señor ANCIZAR DE JESÚS CANO CANO.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN
Salva voto
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
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Con todo respeto manifiesto que disiento de la sentencia de las mayorías, por cuanto considero que en el presente caso el problema jurídico no se centra en la exigencia de exámenes complementarios, sino en el corto tiempo -un mes- otorgado al accionante para su realización, so pena de cerrar el trámite y someterlo a una nueva solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral. Por lo que al avalar la Sala mayoritaria la postura de Colpensiones está pasando por alto lo siguiente: 

i) Que las citas con especialistas en una EPS se conceden muchos meses después de pedirlas.

ii) Que de acuerdo a la Corte Constitucional (sentencia T-044 de 2018) a Colpensiones le corresponde ordenar a la EPS la realización de evaluaciones o exámenes complementarios necesarios para determinar la invalidez.

iii) Que la omisión del numeral anterior y el corto tiempo que Colpensiones concede para entregar los exámenes vulnera el debido proceso y el derecho a la seguridad social en pensiones.

En ese orden, dadas las demoras en la asignación de citas en las EPS, considero que era necesaria la vinculación a esta Tutela de la entidad que tiene la responsabilidad de garantizar los servicios de salud del accionante, por lo que debió declararse la nulidad, al ser la intervención de la EPS vital dentro del trámite de calificación de invalidez que hace Colpensiones. En su defecto, debió tutelarse los derechos fundamentales invocados, ordenándole a Colpensiones que reabra el trámite de la solicitud de calificación y esa misma entidad requiera a la EPS la realización de los exámenes pertinentes.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada
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